
 

Bogotá, D. C., 1 de junio de 2021 

 

Doctores 

 

MIGUEL ANGEL PINTO HERNANDEZ  

Presidente Comisión Primera Senado de la República 

 

ALFREDO RAFAEL DELUQUE ZULETA 

Presidente Comisión Primera Cámara De Representantes  

Ciudad 

Asunto: Proposición de eliminación  

 

Respetado Señor presidente, 

 

Con fundamento en lo contemplado en la ley 5ta de 1992 y normas concordantes, se 

presenta proposición ante la Sesión conjunta de Comisión Primera de Senado y de la 

Cámara de Representantes, de eliminación del artículo 58° del proyecto de ley número 

423 de 2021 Senado – 595 de 2021 Cámara “Por medio de la cual se reforma la Ley 

1952 de 2019 y se dictan otras disposiciones”, el cual quedará de la siguiente forma: 

 

Artículo 58. El reconocimiento de funciones jurisdiccionales que se le atribuye a la 

Procuraduría General de la Nación regirá al día siguiente de la promulgación de esta 

ley. Mientras entra en vigencia esta normativa, en todos los procesos en los cuales se 

investiguen servidores de elección popular se adoptarán las medidas internas para 

garantizar que el funcionario que formule el pliego de cargos no sea el mismo que 

profiera el fallo.  

Los expedientes disciplinarios contra servidores públicos de elección popular que, a la 

entrada en vigencia de esta ley, estén en curso en las personerías municipales serán 

enviados inmediatamente a la Procuraduría General de la Nación.  

A la Procuraduría General de la Nación le compete en forma privativa conocer de los 

procesos disciplinarios contra sus servidores.  

Elimínese el artículo tachado. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 
Representante a la Cámara, Archipiélago de San Andrés, 

 Providencia y Santa Catalina 

Partido Cambio Radical. 



 

Motivación 

El artículo 116 de la Constitución consagra la posibilidad de otorgar de forma excepcional 

funciones jurisdiccionales a determinadas autoridades administrativas, sin embargo la 

investigación y sanción disciplinaria de todos los funcionarios públicos del País, 

incluyendo los elegido popularmente y solo con excepción de los aforados, no constituye 

una función excepcional, teniendo en cuenta que las funciones jurisdiccionales que ejerce 

actualmente la Procuraduría están relacionadas con aspectos y asuntos concretos como 

la práctica de pruebas, de conformidad con lo previsto en el artículo 277 de la 

Constitución. 

Esta introducción contraría la orden de la CIDH, pues allí la orden que se dio consistió 

en que el Estado Colombiano debía sancionar a los funcionarios elegidos por voto popular 

mediante jueces cuya legitimidad les permitiera ejercer sus funciones jurisdiccionales 

sin detrimento de las garantías formales e informales de los sujetos sancionables. 

Si bien, la PGN representa los intereses de la sociedad civil ante el Estado, y en razón 

de ello investigan las conductas disciplinables cometidas por los servidores públicos, la 

constitución no prevé que tengan naturaleza jurisdiccional, de modo que este artículo 

derivaría en una eventual inconstitucionalidad por ir en contravía expresa al mandato 

constitucional de delimitación funcional del poder público. 


